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En ausencia del Sr. Hilale (Marruecos), el Sr. Mohamed 

(Guyana), Vicepresidente, ocupa la Presidencia.  
 

 

Se declara abierta la sesión a las 10.05 horas.  
 

 

Tema 72 del programa: Promoción y protección de 

los derechos humanos (continuación) (A/70/40) 
 

 b) Cuestiones de derechos humanos, incluidos 

otros medios de mejorar el goce efectivo de los 

derechos humanos y las libertades 

fundamentales (continuación) (A/70/56, 

A/70/111, A/70/154, A/70/166, A/70/167, 

A/70/203, A/70/212, A/70/213, A/70/216, 

A/70/217, A/70/255, A/70/257, A/70/258, 

A/70/259, A/70/260, A/70/261, A/70/263, 

A/70/266, A/70/270, A/70/271, A/70/274, 

A/70/275, A/70/279, A/70/279/Corr.1,  

A/70/285, A/70/286, A/70/287, A/70/290, 

A/70/297, A/70/303, A/70/304, A/70/306, 

A/70/310, A/70/316, A/70/334, A/70/342, 

A/70/345, A/70/347, A/70/361, A/70/371, 

A/70/405, A/70/414, A/70/415 y A/70/438) 
 

 c) Situaciones de los derechos humanos e informes 

de relatores y representantes especiales 

(continuación) (A/70/313, A/70/332, A/70/352, 

A/70/362, A/70/392, A/70/393, A/70/411 y 

A/70/412; A/C.3/70/2, A/C.3/70/4 y A/C.3/70/5) 
 

1. El Sr. Carrión Mena (Presidente del Comité de 

Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares) dice que el Comité 

sobre los Trabajadores Migratorios está celebrando el 

25º aniversario de la aprobación de la Convención 

Internacional sobre la Protección de los Derechos de 

Todos los Trabajadores Migratorios y de sus 

Familiares, mientras hay más de 232 millones de 

migrantes en todo el mundo, la mitad de los cuales son 

mujeres y alrededor del 20% están en situación 

irregular. Muchos migrantes ponen en riesgo su vida 

tratando de llegar a su destino. Miles de ellos mueren 

todos los años en el mar Mediterráneo y los océanos 

Índico y Pacífico o cruzando desiertos y ríos de África 

y las Américas. El aumento de la seguridad fronteriza y 

las menores oportunidades de migración legal están 

obligando a los migrantes a buscar rutas más 

peligrosas, fiándose a menudo de contrabandistas o 

traficantes. Las restrictivas políticas de aplicación de la 

ley de los Estados los han puesto en mayor riesgo y los 

han hecho más vulnerables a abusos y violaciones de 

los derechos humanos. Miles de migrantes son objeto 

de abusos y explotación en la industria pesquera en 

Asia, en la construcción y el trabajo doméstico en el 

Oriente Medio y en los campos agrícolas en Europa y 

América del Norte. Los migrantes a menudo no tienen 

derecho de sindicalización para proteger sus derechos, 

y los trabajadores domésticos migrantes con frecuencia 

no están amparados por las leyes del trabajo.  

2. Los trabajadores migratorios no son mercancías, 

sino seres humanos con derechos humanos. A medida 

que las poblaciones envejecen y se reducen en los 

países desarrollados, mientras aumentan drásticamente 

en los países en desarrollo, la migración internacional 

seguirá creciendo y debería ser una experiencia 

positiva y potenciadora para las personas y sus 

sociedades. La Convención es más pertinente que 

nunca, pero, lamentablemente, solo la han ratificado 48 

Estados, y ninguno de los principales Estados 

desarrollados de destino lo ha hecho. El orador pide a 

los Estados que todavía no sean parte que ratifiquen o 

se adhieran a la Convención, puesto que proporciona 

un marco normativo integral para definir la política 

migratoria nacional e internacional. 

3. Madagascar ha sido el 48º Estado parte en 

ratificar la Convención, depositando su instrumento de 

ratificación el 13 de mayo de 2015. Hasta la fecha, 4 

Estados han formulado la declaración por la que 

reconocen la competencia del Comité para recibir y 

examinar comunicaciones individuales, de conformidad 

con el artículo 77 de la Convención. Esta disposición 

entrará en vigor cuando hayan formulado la declaración 

diez Estados partes. 

4. Además de sus esfuerzos por promover la 

Convención, que se describen en el informe del Comité 

(A/70/48), este último ha trabajado con competencia y 

dedicación para ayudar a los Estados partes a cumplir 

y aplicar sus obligaciones en virtud de los tratados. 

Pese a los avances, siguen existiendo enormes 

dificultades. No se ha aprovechado plenamente el 

potencial de la Convención para generar un cambio a 

nivel nacional e internacional, en gran medida debido a 

la falta de visibilidad, accesibilidad, comprensión y 

voluntad política. Sin embargo, la Convención ha dado 

lugar a importantes cambios sobre el terreno, entre 

ellos mejoras en las leyes, políticas y programas. Es 

incomprensible que, en el momento de mayores flujos 

migratorios de la historia, falte voluntad política para 

garantizar que se dé la prioridad adecuada a la 

protección de los derechos humanos de los migrantes. 

El orador pide a los Estados que presten la atención 
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oportuna a la difícil situación de los trabajadores 

migratorios y sus familias, entre otras cosas mediante 

la ratificación de la Convención. 

5. El Sr. Ríos Sánchez (México) pregunta qué 

acciones o medidas podría adoptar el Comité para 

alentar a los Estados afectados por la situación 

migratoria actual a considerar la firma y la ratificación 

de la Convención. 

6. El Sr. Rabi (Marruecos) pregunta qué medidas 

adiciones podrían adoptarse para alentar a más Estados 

a firmar la Convención y cómo podrían prestar 

asistencia los Estados partes con estas medidas. 

También le interesa saber cómo podría considerar el 

Comité, cuando examine la situación en los distintos 

Estados, los aspectos transnacionales de la migración, 

puesto que hay envueltos países de origen, tránsito y 

destino, así como redes de tráfico de drogas.  

7. La Sra. Al-Rumeihi (Qatar) dice que, con 

arreglo a las recientes modificadas en la Ley del 

Trabajo de su país, los empleadores están obligados a 

pagar los salarios a los trabajadores mediante 

transferencia bancaria en un plazo de siete días desde 

la fecha de pago acordada mutuamente, y se ha creado 

una oficina de protección salarial dentro del 

Departamento de Inspección del Trabajo para 

garantizar que los empleadores cumplan el nuevo 

requisito. Qatar también ha establecido normas para las 

viviendas de los trabajadores con el fin de garantizar 

que vivan en un alojamiento seguro e higiénico, ha 

aprobado nuevas urbanizaciones e instalaciones 

recreativas de alta calidad para los trabajadores 

migratorios y vela por que todos los trabajadores 

migratorios disfruten de acceso a atención médica, 

banca y otros servicios. Los trabajadores migratorios 

pueden denunciar de forma anónima violaciones de las 

normas de salud o seguridad al Ministerio de Trabajo y 

Asuntos Sociales y presentar testimonios anónimos 

ante tribunales de trabajo especializados. Qatar 

también ha endurecido las penas por las infracciones 

de la legislación laboral, y los empleadores que no 

paguen los salarios a los trabajadores de manera 

oportuna se exponen a enjuiciamiento penal. Qatar se 

ha comprometido a reforzar sus protecciones para los 

trabajadores migratorios y seguirá trabajando con 

todos los relatores especiales con vistas a impulsar el 

respeto de los derechos humanos en el país.  

8. El Sr. Habib (Indonesia) dice que alrededor de 

4,5 millones de indonesios están trabajando en el 

extranjero, e Indonesia ha desempeñado un papel activo 

en las iniciativas para crear un marco jurídico regional 

para la protección de los trabajadores migratorios 

mediante la aprobación de un instrumento 

jurídicamente vinculante por parte de la Asociación de 

Naciones de Asia Sudoriental (ASEAN). Indonesia 

insta a todos los Estados, y especialmente a los Estados 

de destino, a ratificar la Convención. Por último, el 

orador pregunta qué podría hacerse para garantizar una 

ratificación más amplia de la Convención, en particular 

por parte de los Estados de destino. 

9. El Sr. Carrión Mena (Presidente del Comité de 

Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares), respondiendo a las 

preguntas, dice que la búsqueda de una mayor 

ratificación de la Convención probablemente no entra 

dentro del mandato del Comité sobre los Trabajadores 

Migratorios. Sin embargo, sus miembros siguen 

pidiendo a los Estados que ratifiquen la Convención y 

él mismo ha instado personalmente a los Estados 

desarrollados de destino a hacerlo.  

10. Los Estados en desarrollo no solo son países de 

origen, tránsito o destino, sino también países de 

retorno. El Ecuador, por ejemplo, tiene muchos 

emigrantes en los Estados Unidos de América y 

Europa, mientras recibe inmigrantes de Colombia, el 

Perú y otros países sudamericanos y también sirve de 

país de tránsito para los migrantes que van hacia los 

Estados Unidos o el Brasil. Además, el Ecuador es un 

país de retorno, puesto que la mejora de la situación 

económica del país, junto con la crisis en Europa, ha 

provocado el regreso de muchos ecuatorianos que 

emigraron hace casi diez años a Europa, en particular a 

España. Ahora debe hacerse frente al proceso de 

reintegración. 

11. Es tarea de las Naciones Unidas y sus Estados 

Miembros explicar las ventajas de la Convención y 

promover su ratificación. Consolida en un único 

instrumento internacional los derechos que ya figuran 

en otros instrumentos de este tipo, entre ellos los pactos 

internacionales de derechos humanos y, en materia de 

trabajo, muchos de los convenios de la Organización 

Internacional del Trabajo. Lamentablemente, la 

cuestión de la ratificación se ha politizado. Los Estados 

desarrollados que se están beneficiando del trabajo de 

los migrantes deberían reconsiderar la mayor vigilancia 

fronteriza y las medidas de seguridad que están 

imponiendo.  
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12. Con respecto a las cuestiones transfronterizas, el 

Comité publica recomendaciones y hace públicas sus 

preocupaciones cuando surgen problemas entre los 

Estados partes en la Convención, como sucede 

actualmente en Turquía. En el caso de los niños que 

cruzan la frontera entre México y los Estados Unidos, 

que no es un Estado parte, el Comité publicó un 

comunicado de prensa en el que expresaba su 

preocupación por la situación. En cada caso, es muy 

importante entender las relaciones entre los Estados en 

cuestión. En muchos casos en los Estados africanos, 

existen vínculos de nacionalidad y amistad entre 

poblaciones en las zonas fronterizas que hacen difícil 

tomar medidas inmediatas. Sin embargo, en la 

situación internacional actual, con la tragedia humana 

que se está produciendo en el Mediterráneo y en 

Turquía, la República Árabe Siria y el Iraq, la 

migración podría gestionarse mejor si los Estados en 

cuestión se adhiriesen a la Convención.  

13. Las leyes aprobadas por Qatar para proteger a los 

trabajadores migratorios son muy positivas, pero la 

firma y la ratificación de la Convención seguirán 

siendo la mejor forma de responder las quejas relativas 

al maltrato de los trabajadores migratorios en relación 

con los preparativos de la Copa del Mundo de 2022. 

En cuanto a los Estados europeos, también podrían 

ratificar la Convención, puesto que su propia 

legislación ya contiene disposiciones más amplias.  

14. La migración es una cuestión fundamental de la 

actual agenda internacional. El Foro Mundial sobre 

Migración y Desarrollo es un órgano ad hoc en el que 

los Estados partes participan, pero no aprueban 

resoluciones. Sin embargo, el debate sobre la 

migración y el desarrollo debería ceñirse a los 

derechos humanos y celebrarse en el contexto de las 

Naciones Unidas. 

15. El Sr. Crépeau (Relator Especial sobre los 

derechos humanos de los migrantes), presentando su 

informe (A/70/310), dice que este último se centra en 

las repercusiones de las prácticas de contratación poco 

éticas en los derechos humanos de los migrantes, en 

particular los trabajadores con salarios bajos, durante 

la migración laboral. De la misma forma que se han 

diseñado prácticas de contratación para crear una 

situación precaria en la que los trabajadores 

migratorios no tienen más opción que aceptar las 

condiciones explotadoras que se les ofrecen, también 

se puede diseñar un marco que respete la dignidad y 

los derechos humanos de los migrantes. La 

combinación de la ingeniosidad de los migrantes, el 

deseo de la comunidad empresarial de una igualdad de 

condiciones y la voluntad política de los gobiernos 

podrían hacer de las prácticas de contratación nefastas 

una cosa del pasado.  

16. El Sr. Mack (Estados Unidos de América) dice 

que los últimos años han estado marcados por un 

aumento de los flujos migratorios mixtos irregulares, 

entre otros a través del Mediterráneo Central y el mar 

Egeo, a través de la Bahía de Bengala y el mar de 

Andaman y desde Centroamérica a la frontera 

meridional de los Estados Unidos. Estas personas están 

buscando paz, seguridad, independencia económica y 

oportunidades educativas para sus hijos. Sobre todo, 

simplemente albergan una esperanza de futuro.  

17. Los Estados Unidos prohíben prácticas 

fraudulentas y el cobro de tasas de contratación y 

alientan a otros Estados a hacer lo mismo. El orador 

señala que algunas agencias de contratación privadas 

están a resguardo del control por sus conexiones en los 

países de origen, destino y tránsito y pregunta qué 

podría hacerse para resolver esta situación. 

18. La Sra. Tschampa (Unión Europea) dice que el 

Enfoque Global de la Migración y la Movilidad de la 

Unión Europea tiene por objeto, entre otras cosas, 

organizar y facilitar la migración legal y evitar la trata 

de personas. La Unión Europea y sus Estados 

miembros también están firmemente comprometidos 

con la aplicación de los Principios Rectores sobre las 

Empresas y los Derechos Humanos. En virtud del 

nuevo Plan de Acción sobre derechos humanos y 

democracia (2015-2019), los Estados miembros de la 

Unión Europea seguirán elaborando y aplicando planes 

de acción nacionales sobre la aplicación de los 

Principios Rectores o integrándolos en las estrategias 

nacionales de responsabilidad social empresarial antes 

de 2017. 

19. La oradora pregunta al Relator Especial qué 

incentivos existen para que el sector privado opte por 

un enfoque más ético y aplique las recomendaciones 

establecidas en el informe. También le interesa saber 

cómo podría protegerse mejor a las trabajadoras 

migratorias, teniendo en cuenta que muchas de las que 

trabajan en la economía informal quedan excluidas de 

las protecciones de la legislación laboral.  

20. El Sr. Ríos Sánchez (México) dice que su país 

ha acometido reformas legislativas y ha elaborado 

políticas públicas que son coherentes con las 
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recomendaciones establecidas en el informe. En el 

marco de la reforma laboral, las agencias de 

contratación que buscan trabajadores mexicanos en 

México para trabajar en el extranjero tienen que 

cumplir determinados requisitos, y las agencias que 

engañen a los trabajadores con respecto a sus futuras 

condiciones de trabajo son responsables del pago de 

los costos de repatriación. En cuanto a la promoción de 

la contratación transfronteriza ética, el Gobierno de 

México está facilitando la concesión de permisos de 

trabajo en las zonas fronterizas con Guatemala y 

Belice. Entre enero y octubre de 2015 se han 

concedido en total 13.000 permisos de este tipo. El 

orador pide al Relator Especial que abunde más en el 

tema de los migrantes que regresan. 

21. La Sra. Wagner (Suiza) dice que su país ha 

puesto en marcha un programa plurianual para 

promover la contratación equitativa y ética de 

trabajadores migratorios, en cooperación con la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT) y la 

Organización Internacional para las Migraciones 

(OIM). Suiza está convencida de que la reducción de 

los costos económicos y sociales de la contratación 

contribuirá a proteger los derechos humanos de los 

migrantes y reforzar su incidencia en el desarrollo. En 

respuesta a la petición del Relator Especial de que se 

invierta en la recopilación de datos para entender 

mejor las tendencias migratorias, la oradora indica que 

la Alianza Mundial de Conocimientos sobre Migración 

y Desarrollo (KNOMAD) podría desempeñar un papel 

en este sentido. Por último, pregunta cómo podrían 

integrarse las cuestiones de contratación ética en las 

políticas del sector privado para garantizar la  

transparencia y responsabilidad mundial.  

22. El Sr. Sarki (Nigeria) dice que su delegación 

condena el desprecio absoluto por la vida humana que 

muestran los contrabandistas y traficantes. Nigeria 

también condena el maltrato de los migrantes en los 

Estados de tránsito y de destino, que supone una 

violación del derecho internacional humanitario y el 

derecho internacional de los refugiados. Todos los 

Estados deberían trabajar para garantizar el trato 

humano y digno de todos los migrantes. Nigeria 

aprobó una política nacional sobre migración y un plan 

de acción nacional en mayo de 2015. 

23. Nigeria respalda plenamente el llamamiento a 

que se tengan en cuenta las preocupaciones sobre la 

vulnerabilidad de los trabajadores migratorios a los 

abusos y la explotación por parte de agencias de 

contratación sin escrúpulos en la aplicación de los 

Objetivos de Desarrollo Sostenible y en la gestión de 

la migración. Su país, que está preocupado por el bajo 

número de Estados partes en la Convención, alienta a 

los Estados que todavía no lo hayan hecho a adherirse 

a la Convención, en particular los Estados de destino.  

24. El Sr. El Nour (Observador de la Organización 

Internacional para las Migraciones) dice que los 

Objetivos de Desarrollo Sostenible incluyen una 

referencia a la necesidad de datos desglosados por 

condición migratoria, y es importante que los Estados y 

las agencias trabajen juntos para facilitar estos datos. 

En muchos Estados, la escasa regulación o la falta de 

regulación de las prácticas de las agencias de empleo es 

la causa directa de muchas de las dificultades de los 

trabajadores migratorios. Los contratos de trabajo no 

están claros y, en algunos casos, son fraudulentos, 

porque no explican de antemano las condiciones. Los 

ministerios de Trabajo deberían ejercer mayor 

supervisión y los Estados deberían ratificar las 

convenciones y acuerdos internacionales sobre trabajo 

decente y empleo. El marco normativo también debería 

abordar la necesidad de exigir cuentas a los infractores 

de las normas y reglamentos del trabajo establecidos. 

Asimismo, es importante poner fin a la implicación de 

los traficantes y contrabandistas, que están 

aprovechándose cada vez más de los mercados no 

regulados. 

25. En un sentido más positivo, la migración seguirá 

contribuyendo positivamente a las economías y el 

desarrollo de muchos países del mundo. Debe 

gestionarse bien y aprovechar la Agenda 2030 para el 

Desarrollo Sostenible recientemente aprobada, y en 

concreto las metas sobre migración, una de las cuales 

consiste en facilitar la migración y la movilidad 

ordenadas, seguras, regulares y responsables de las 

personas, incluso mediante la aplicación de políticas 

migratorias planificadas y bien gestionadas.  

26. La OIM ha desarrollado el Sistema Internacional 

de Integridad de la Contratación (IRIS) para apoyar la 

contratación ética y el orador insta a todos los Estados 

a utilizarlo. Por último, reafirma que la OIM está 

disponible para ayudar a los Estados Miembros en sus 

esfuerzos por atender las necesidades de los 

trabajadores migratorios de formas innovadoras a 

través de modalidades de trabajo temporal, 

oportunidades migratorias estacionales, etc.  
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27. La Sra. Schneider Claza (Brasil) dice que el 

informe del Relator Especial ofrece un importante 

marco para abordar los regímenes de contratación poco 

éticos. En el contexto de las dificultades a las que se 

enfrentan los migrantes, especialmente los 

indocumentados, con respecto al acceso a la justicia, 

pregunta si se ha observado a nivel mundial la 

denegación de acceso a la justicia y cómo debería 

abordarse esta práctica adversa. 

28. La Sra. Al-Temimi (Qatar) dice que el Relator 

Especial sobre los derechos humanos de los migrantes 

visitó Qatar en 2014 para conocer de primera mano la 

situación de los derechos humanos en el país. Qatar 

está esforzándose para garantizar que se respeten 

plenamente los derechos de los trabajadores 

migratorios y todas las demás personas del país.  

29. El Sr. Canay (Turquía) pregunta cómo podrían 

trabajar los Estados miembros con el sector privado 

para asegurar que se tenga en cuenta la perspectiva de 

este último en los debates jurídicos y normativos y que 

el sector privado aplique un enfoque basado en los 

derechos humanos. También le interesa saber si se han 

identificado buenas prácticas. 

30. La Sra. Hubschmid (Costa Rica) dice que la 

Dirección de Integración y Desarrollo Humano de su 

país ha elaborado una política integral de migración 

para el período 2013-2023 con un enfoque basado en 

los derechos humanos. Pide al Relator Especial que 

ahonde más en la recomendación que figura en su 

informe acerca de que el Grupo de Trabajo sobre la 

cuestión de los derechos humanos y las empresas 

debería prestar atención a la cuestión de las prácticas 

de contratación y considerar la posibilidad de elaborar 

directrices. 

31. La Sra. Santamaría Ramírez (Colombia) dice 

que su país, reconociendo la necesidad de un nuevo 

enfoque para la migración, ha reforzado el papel de la 

Oficina de Migración. A través del programa 

“Colombia Nos Une”, el Ministerio de Relaciones 

Exteriores ha estado trabajando con los colombianos 

que viven en el extranjero. Más de 1.800 colombianos 

ya han recibido servicios y asistencia en el marco del 

programa y, en 2015, se prestó asistencia a cerca de 

700 migrantes colombianos que han regresado. Está 

previsto establecer una dependencia de gestión para 

formular, proponer, aplicar y evaluar la política sobre 

migración laboral. Colombia presentará su tercer 

informe al Comité sobre los Trabajadores Migratorios 

en 2018. 

32. El Sr. Crépeau (Relator Especial sobre los 

derechos humanos de los migrantes), respondiendo a 

las preguntas y comentarios, dice que las principales 

violaciones de los derechos humanos que afectan a los 

trabajadores migratorios de todo el mundo se refieren a 

las tasas, los contratos y el pago tardío o el impago de 

los salarios. Estas cuestiones podrían abordarse de 

muchas maneras a través de la colaboración entre el 

Estado y el sector privado. No es suficiente un marco 

normativo que prohíba el pago de tasas y la 

confiscación de documentos, y estos requisitos deben 

reforzarse mediante inspecciones de trabajo eficaces. 

Estas medidas son difíciles en el contexto económico 

actual, pero definitivamente reducirían la explotación. 

En el caso de los pequeños Estados que no pueden 

controlar a grandes números de agentes de contratación 

independientes, la solución consistiría en reducir el 

número de actores exigiendo a los agentes que formen 

grupos. 

33. La cooperación internacional es esencial para 

gestionar toda la cadena de contratación, desde el 

pueblo de origen hasta el destino. Los Estados de 

destino podrían abrir oficinas de trabajo en los países 

de origen, donde podrían registrarse inmediatamente 

los contratos, evitando así un cambio posterior a 

condiciones más duras. Los Estados de destino también 

deberían trabajar con el sector bancario para asegurar 

que todos los trabajadores migratorios tengan una 

cuenta bancaria, a fin de que los pagos puedan 

controlarse mediante los registros. El uso de cuentas 

bancarias también reduciría el costo de las remesas, que 

es una de las metas de los Objetivos de Desarrollo 

Sostenible. 

34. El marco normativo podría incluir una obligación 

de auditoría periódica de la contratación y la cadena de 

empleo por auditores independientes para garantizar 

que no se estén pagando tasas. Las asociaciones 

empresariales y las agencias de contratación éticas que 

sufren competencia desleal porque no pueden 

suministrar trabajadores al mismo costo que las 

agencias de contratación sin escrúpulos acogerían 

favorablemente un mecanismo de auditoría que 

igualase las condiciones. En este sentido, el orador 

acoge con satisfacción la iniciativa IRIS de la OIM. 

Las empresas con grandes cantidades de trabajadores 

extranjeros deberían estar obligadas a participar en este 

sistema. 
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35. La dependencia de un único empleador (o el 

sistema kafala en los Estados del Golfo) implica que 

los trabajadores migratorios no pueden denunciar 

abusos ante los tribunales sin arriesgarse a perder tanto 

el empleo como el permiso de trabajo y ser devueltos a 

su país con la deuda de la tasa de contratación todavía 

sin pagar. Los permisos de trabajo deberían basarse en 

un sector, más que un único empleador, para que un 

trabajador pueda escapar de una situación abusiva y 

encontrar otro trabajo.  

36. El marco normativo debería incluir mecanismos 

para empoderar a los trabajadores migratorios, en 

particular la sindicalización, que ha beneficiado a 

tantos otros trabajadores en el siglo pasado. Los 

trabajadores migratorios no tienen voto, pero la 

sindicalización les daría voz para protestar por las 

condiciones injustas. Los sindicatos, la comunidad 

empresarial y los gobiernos deberían trabajar juntos 

para encontrar soluciones creativas destinadas a 

proteger los derechos humanos de los trabajadores 

migratorios. 

37. La Sra. Giammarinaro (Relatora Especial sobre 

la trata de personas, especialmente mujeres y niños), 

presentando su informe (A/70/260), dice que el 

informe se centra en las obligaciones de diligencia 

debida de los agentes estatales y no estatales.  En 

muchos lugares del mundo, la trata está estrechamente 

relacionada con la migración. Conlleva la explotación 

de los más vulnerables, especialmente los migrantes 

indocumentados, y a menudo da lugar a abusos, 

engaño y violencia. Sin embargo, a pesar de que la 

trata de personas es una grave violación de los 

derechos humanos que afecta a todos los países de 

origen, tránsito y destino, y aunque la trata, 

especialmente con fines de explotación laboral, se está 

convirtiendo en un componente sistémico en 

determinados sectores económicos, el fenómeno parece 

haber dejado de ser una consideración prioritaria para 

muchos gobiernos y partidos políticos. La trata se está 

convirtiendo, en realidad, en una parte integral de las 

sociedades. 

38. Muchos migrantes son víctimas de la trata o están 

expuestos a un gran riesgo de ser víctimas de ella a su 

llegada a los destinos. Por otro lado, además de la 

explotación laboral, las mujeres y las niñas a menudo 

son objeto de explotación sexual y violencia con 

carácter regular. 

39. El vínculo entre trata, migración y conflicto con 

frecuencia es ignorado por los Estados y otras 

autoridades, cuyos intentos de llegar a las víctimas de 

la explotación laboral siguen siendo tristemente 

insuficientes. Se necesitan urgentemente 

procedimientos eficientes mediante los cuales las 

partes interesadas pertinentes puedan identificar las 

situaciones de trata y explotación de los migrantes en 

tránsito y tras su llegada. Los Estados deben renovar 

su compromiso de lucha contra la trata y adoptar 

enfoques innovadores orientados al futuro y defender 

el principio de diligencia debida con el fin de cumplir 

plenamente sus obligaciones contra la trata y otras 

obligaciones pertinentes en virtud de los instrumentos 

de derechos humanos existentes. 

40. La diligencia debida facilita un enfoque holístico 

y proactivo respecto a la trata, pero los Estados a 

menudo lo aplican únicamente en respuesta a 

acontecimientos. Como consecuencia, los Estados 

tienden a centrarse en medidas contra la trata post hoc, 

como la investigación y el enjuiciamiento de la trata. 

En cambio, la norma de diligencia debida exige que los 

Estados adopten un enfoque proactivo y a largo plazo, 

destinado a fomentar la inclusión social de las 

personas víctimas de la trata y la explotación. La 

diligencia debida ofrece el marco necesario para 

garantizar la coherencia de las políticas contra la trata 

y las esferas normativas conexas. En particular, los 

Estados y las organizaciones regionales deben evaluar 

la repercusión de las políticas de migración en la trata 

para asegurar que no exacerben la vulnerabilidad 

social de los migrantes, ya sean solicitantes de asilo, 

refugiados o migrantes económicos, y aumenten el 

peligro de que se conviertan en el blanco de los 

traficantes y otros explotadores. También debe 

evaluarse detenidamente la repercusión de las 

decisiones relacionadas con las intervenciones armadas 

y la ayuda humanitaria en las políticas contra la trata.  

41. Las políticas de prevención, entre otras cosas, 

deberían prever oportunidades de migración y empleo 

reguladas en los países de tránsito y destino, lo que 

reduciría la demanda entre potenciales migrantes de 

los servicios prestados por los traficantes. Debe 

vigilarse atentamente a los organismos de contratación 

y empleo y deben establecerse procedimientos de 

reclamación para que los trabajadores puedan 

denunciar abusos por parte de estos organismos.  

42. Los procesos de diligencia debida también 

podrían facilitar los esfuerzos de las empresas por 

http://undocs.org/sp/A/70/260
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defender los derechos humanos ayudándolas a detectar 

y abordar las repercusiones negativas de sus 

actividades empresariales en estos derechos. Aunque 

las empresas mundiales a menudo formulan políticas y 

códigos de conducta que prohíben el trabajo forzado y 

la trata de personas, es esencial vigilar su 

cumplimiento e imponer sanciones cuando se detecten 

violaciones. El fomento de la sindicalización de los 

trabajadores migratorios y de otros trabajadores, 

especialmente en las cadenas de suministro, también es 

un paso fundamental en las iniciativas para defender 

los derechos de los trabajadores. Los Estados tienen la 

obligación de ejercer diligencia debida a través de sus 

leyes y políticas sobre las entidades empresariales, 

entre otras cosas con respecto a la actividades de 

contratación pública. 

43. Otros agentes no estatales, entre ellos los grupos 

armados, también deben rendir cuentas si incumplen 

las obligaciones de derechos humanos, incluida la 

obligación de evitar la trata con fines de explotación 

por parte de contratistas y subcontratistas de fuerzas 

armas y fuerzas de mantenimiento de la paz que actúan 

en zonas de conflicto. La rendición de cuentas por las 

violaciones persistentes y atroces de los derechos 

humanos derivadas de la presencia de personal de 

mantenimiento de la paz y la demanda resultante de 

servicios sexuales, que podría contribuir a la trata para 

explotación sexual, debería abordarse con carácter 

prioritario tanto en términos de prevención como de 

enjuiciamiento. El principio de diligencia debida 

también ayuda a poner de relieve y abordar las 

dificultades relacionadas con el acceso de las víctimas 

de la trata y la explotación a los recursos. En efecto, el 

hecho de que los Estados no ejerzan la diligencia 

debida en sus esfuerzos por acabar con la trata por 

parte de agentes no estatales los obliga a proporcionar 

recursos eficaces a las víctimas de la trata de personas, 

que incluyan restitución, rehabilitación, compensación, 

satisfacción y garantías de no repetición. Además, las 

medidas contra la trata no deberían afectar de manera 

adversa a los derechos humanos de las víctimas de la 

trata y deberían garantizar que disfruten del acceso 

incondicional a recursos, incluida asistencia y 

protección, que deben adaptarse a sus preferencias y 

necesidades individuales y deben ofrecerse por 

motivos de protección social independientemente de la 

voluntad o la capacidad de la víctima para cooperar 

con las autoridades. 

44. El principio de diligencia debida exige la 

aplicación amplia e innovadora de las obligaciones 

derivadas de la ratificación de instrumentos 

internacionales, entre ellos el Protocolo de Palermo. 

En vez de como una cuestión de aplicación de la ley, la 

trata de personas debería abordarse, principalmente, 

como una cuestión de derechos humanos, social y 

económica que exige un compromiso coherente y a 

largo plazo por parte de todos los interesados 

pertinentes, así como una voluntad política sostenida.  

45. La Sra. Moutchou (Marruecos) dice que es 

necesaria una colaboración estrecha entre los países de 

origen, tránsito y destino para evitar la explotación de 

los migrantes por redes delictivas. Marruecos está 

modificando su legislación para ofrecer salvaguardias 

a las víctimas de la trata de personas y garantizar que 

los autores respondan por sus delitos y ha creado el 

Departamento de Migración y Seguimiento Fronterizo 

para gestionar los flujos migratorios y luchar contra las 

redes de trata de personas. La oradora pregunta a la 

Relatora Especial si considera que debería formularse 

una hoja de ruta para ayudar a los Estados miembros a 

trazar medidas preventivas específicas sobre la trata de 

personas. 

46. La Sra. Belskaya (Belarús) dice que, pese a los 

esfuerzos realizados en los últimos años para mejorar 

la colaboración entre Estados, organizaciones 

internacionales, mecanismos de los procedimientos 

especiales, la sociedad civil, la comunidad empresarial 

y otras partes interesadas para luchar contra la trata de 

personas, esta lacra sigue planteando serias 

dificultades a la comunidad mundial. De hecho, como 

han puesto de relieve los informes de las Naciones 

Unidas, el mundo está siendo testigo de un aumento 

significativo del número de personas víctimas de la 

trata. Entre ellos se incluyen grandes cantidades de 

mujeres y niños, que a menudo corren riesgo de 

explotación sexual además de explotación laboral. Es 

necesario un enfoque innovador de colaboración que 

incluya a todas las partes interesadas pertinentes, entre 

ellos los Estados. Sin embargo, el informe se centra en 

medidas para garantizar que las víctimas de la trata de 

personas reciban atención adecuada y se reintegren en 

la sociedad. La oradora pregunta qué podrían hacer los 

Estados para atajar las causas fundamentales de la 

trata, incluida la demanda continua de trabajadores 

sexuales y mano de obra barata.  

47. El Sr. El Nour (Organización Internacional para 

las Migraciones (OIM)) dice que el Proyecto de 
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Migrantes Desaparecidos de la OIM recopila y publica 

datos sobre los migrantes que pierden la vida durante 

el viaje. El proyecto se puso en marcha con el fin de 

empoderar a los migrantes y sus familias y apoyar las 

medidas para luchar contra la trata de personas. La 

OIM calcula que en 2014 perdieron la vida más 40.000 

migrantes en tránsito. Para evitar más muertes trágicas, 

todos los Estados en cuestión debe adoptar políticas de 

inmigración eficaces y redoblar sus esfuerzos para 

luchar contra las redes de trata de personas. Su 

delegación reitera el llamamiento de la Relatora 

Especial a todas las partes interesadas, incluidos los 

países de origen, tránsito y destino, para que respeten 

el principio de diligencia debida. La OIM está 

especialmente preocupada por los casos cada vez más 

frecuentes de contrabando y trata de personas en 

situaciones en que las poblaciones están recibiendo 

asistencia humanitaria prolongada y observa que la 

trata se produce con mayor frecuencia cuando no se 

proporcionan recursos financieros suficientes para 

cubrir las necesidades humanitarias acuciantes. Para 

luchar contra las actividades de los traficantes, la OIM 

y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Refugiados (ACNUR) han formulado 

directrices sobre cómo sensibilizar de los peligros de la 

trata y la importancia de prestar asistencia a las 

víctimas. 

48. El Sr. Bai (Fiji) dice que su país ha creado un 

equipo de tareas sobre la trata de personas, ha 

promulgado legislación para proteger a las víctimas de 

la esclavitud, la trata, el trabajo forzado, la 

contratación engañosa y la servidumbre por deudas, y 

reconoce que el consentimiento de las víctimas no 

exime a los autores de estos delitos de su 

responsabilidad por ellos. Así, por ejemplo, un 

traficante de niños no podría escudarse en que los 

niños accedieron a ser víctimas de la trata para ayudar 

a sus familias a sobrevivir. Para decidir si se da una 

situación de explotación, debe realizarse una 

evaluación objetiva de la relación económica entre los 

traficantes y las víctimas, el conocimiento por parte de 

las víctimas del idioma que hablan los funcionarios del 

Estado receptor y el grado en que las víctimas de la 

trata pueden acceder al sistema judicial. Además, los 

tribunales nacionales del Estado deben disfrutar de 

jurisdicción extraterritorial para pronunciarse sobre 

delitos de trata cometidos fuera del Estado por sus 

nacionales. Es importante eliminar los obstáculos 

culturales e institucionales a la justicia que impiden a 

las víctimas presentar denuncias por explotación. 

También es esencial sensibilizar a los funcionarios de 

la justicia penal sobre la esclavitud, la trata, la 

servidumbre por deudas y el trabajo forzado, 

proporcionar asistencia letrada accesible y gratuita a 

las víctimas, promover la sensibilidad a las cuestiones 

de género entre los investigadores, fiscales y jueces, y 

establecer programas nacionales para empoderar a los 

niños. También es necesario ofrecer reparación a las 

víctimas, reforzar la cooperación interestatal e 

interinstitucional y garantizar que los agentes no 

estatales, incluidas las empresas, respeten el principio 

de diligencia debida. 

49. La Sra. Zahir (Maldivas) dice que su Gobierno 

ha adoptado medidas significativas para proteger los 

derechos de los trabajadores migratorios. Ha ratificado 

los ocho convenios pertinentes de la Organización 

Internacional del Trabajo (OIT), ha aprobado 

legislación contra la trata y está aplicando el plan 

nacional de acción 2015-2019 para luchar contra la 

trata de personas. Maldivas también está concluyendo 

el proceso de adhesión al Protocolo contra la Trata de 

Personas. Su país reconoce la importancia de la 

diligencia debida y de la adopción de un enfoque 

integrado y holístico en las actividades para defender 

los derechos humanos de las personas víctimas de la 

trata y las personas en riesgo, y está trabajando 

estrechamente con la OIM para mejorar sus 

procedimientos de gestión migratoria y lucha contra la 

trata. La oradora pregunta a la Relatora Especial si 

muchos Estados han adoptado con éxito enfoques 

basados en los derechos humanos en sus esfuerzos por 

atender la situación de las víctimas de la trata, 

especialmente las mujeres y los niños. 

50. La Sra. Tschampa (Observadora de la Unión 

Europea) dice que la trata de personas, que está 

prohibida en virtud de la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea, afecta 

desproporcionadamente a las mujeres y los niños. Para 

luchar contra esta grave forma de delincuencia 

organizada, es esencial un enfoque basado en los 

derechos humanos y cooperación internacional. La 

Unión está profundamente preocupada por la situación 

en el Mediterráneo y está haciendo un seguimiento 

activo de ella y hace hincapié en que las recientes 

migraciones en masa han hecho de las personas 

vulnerables un blanco principal para la explotación por 

parte de traficantes. En junio de 2015, la Unión puso 

en marcha una operación naval para desbaratar las 

redes de trata en el Mediterráneo meridional y central 
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y reducir la trágica pérdida de vidas que allí se está 

produciendo. La operación se ha ampliado 

recientemente para incluir el abordaje, registro e 

incautación y desvío en alta mar de buques que se 

sospecha que se utilizan para la trata de personas o el 

contrabando, de conformidad con el derecho 

internacional y la resolución 2240 (2015) del Consejo 

de Seguridad. La Unión ha aprobado un marco jurídico 

y normativo para hacer frente a la trata con destino a 

Europa y a la trata interregional con fines de 

explotación en todas sus formas, incluida la 

explotación laboral y sexual. Sin embargo, sigue 

habiendo importantes dificultades en el ámbito de la 

diligencia debida por parte de agentes no estatales. En 

este sentido, la oradora pregunta cómo podrían ayudar 

las organizaciones de la sociedad civil a los Estados a 

elaborar mecanismos voluntarios de diligencia debida 

en materia de derechos humanos que tengan en cuenta 

las cuestiones de género, se centren en las víctimas y 

aborden todas las formas de explotación. 

51. El Sr. Mack (Estados Unidos de América) 

subraya la importancia de la identificación proactiva 

de víctimas entre las poblaciones vulnerables a varias 

formas de trata, incluido el trabajo forzado. El 

Gobierno de los Estados Unidos elaboró unas 

directrices para ayudar a los funcionarios a identificar 

a las víctimas de la trata y financia un teléfono de 

asistencia nacional operado por una organización no 

gubernamental para facilitar la identificación de 

víctimas y remitirlas a los proveedores de asistencia. 

El orador, señalando que la trata de personas a menudo 

se pasa por alto en situaciones de crisis, por ejemplo 

durante los conflictos armados o después de desastres 

naturales, pregunta a la Relatora Especial si puede dar 

ejemplos de situaciones de crisis en las que los Estados 

hayan adoptado medias proactivas para luchar contra la 

trata de personas. 

52. La Sra. Wagner (Suiza) dice que los Estados han 

tenido dificultades para sostener el principio de 

diligencia debida al tratar de identificar y proteger a 

víctimas de la trata que viajan con otros migrantes.  

Suiza imparte formación al personal de los centros de 

acogida de solicitantes de asilo y, en el contexto de la 

armonización de su marco legislativo nacional con el 

Protocolo de Palermo, está apoyando las actividades en 

curso de la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito para establecer una definición 

jurídica clara de la trata. Suiza alienta a los Estados a 

contribuir a estas actividades. La oradora pregunta a la 

Relatora Especial qué medidas deberían adoptarse para 

luchar contra la trata en situaciones de crisis, si hay 

ejemplos de buenas prácticas de agentes armados no 

estatales en el ámbito de la diligencia debida y cómo 

podrían facilitar estos agentes las actividades de lucha 

contra la trata. 

53. El Sr. Adeoye (Nigeria) dice que, para luchar 

contra la trata, deben realizarse esfuerzos para reducir 

la demanda de personas víctimas de ella, 

especialmente en los países de destino, y deben 

tomarse medidas para reforzar la coherencia entre las 

políticas contra la trata y en materia de inmigración, 

mercado laboral y otras políticas pertinentes. Nigeria 

está firmemente comprometida con la aplicación del 

Protocolo de Palermo y ha elaborado medidas jurídicas 

e institucionales sólidas a tal efecto. En este sentido, el 

Organismo Nacional para la Prohibición de la Trata de 

Personas coordina las actividades del país contra la 

trata. La coordinación eficaz y el intercambio de 

información entre los Estados de origen, tránsito y 

destino son esenciales para que los Estados 

desmantelen las redes de contrabando y trata.  

54. Nigeria está especialmente preocupada por la 

trata y la explotación de niños y está adoptando 

medidas firmes para luchar contra este fenómeno, así 

como para prevenir el matrimonio forzado, la violación 

y el rapto de niños.  

55. El Sr. Purevdorj (Mongolia) dice que su país ha 

redoblado sus esfuerzos para prevenir la trata de 

personas y luchar contra ella y ha aprobado legislación 

contra la trata que prevé el enjuiciamiento de los 

autores y la protección y prestación de asistencia a las 

víctimas y testigos. El Subconsejo nacional sobre la 

Lucha contra la Trata de Personas, integrado por 

representantes de los ministerios, organismos 

competentes del Gobierno y la sociedad civil, coordina 

las actividades nacionales para prevenir la trata y 

luchar contra ella. 

56. Para salvaguardar los derechos humanos de las 

víctimas de la trata y quienes corren riesgo de ser 

víctimas y reforzar su protección, es esencial que todas 

las partes interesadas respeten el principio de 

diligencia debida. Mongolia apoya las iniciativas 

internacionales encaminadas a luchar contra la trata de 

personas, también en el contexto del Consejo de 

Derechos Humanos, y atribuirá una consideración 

prioritaria a las cuestiones relativas a la trata de 

personas si prospera su candidatura para el Consejo de 

http://undocs.org/sp/S/RES/2240(2015)
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Derecho Humanos para el período 2016-2018. El 

orador pregunta a la Relatora Especial cuáles considera 

que son las medidas más eficaces que podrían adoptar 

los actores del sector empresarial privado para ejercer 

la diligencia debida con el fin de luchar contra la trata 

de personas. 

57. La Sra. Hindley (Reino Unido) dice que el 

Gobierno de su país considera la trata de personas, la 

servidumbre y el trabajo forzado u obligatorio formas 

modernas de esclavitud. El Reino Unido se ha 

comprometido a promover iniciativas para poner fin a 

estos fenómenos tanto a nivel nacional como 

internacional, entre otras cosas a través de las 

Naciones Unidas y otros foros multilaterales. La Ley 

sobre Esclavitud Moderna de 2015 facilita las 

actividades de las fuerzas del orden del Reino Unido 

para luchar contra la esclavitud moderna, establece 

penas de hasta prisión perpetua para los autores y 

aumenta la protección de las víctimas. Además, todas 

las empresas con un volumen de negocios anual de 36 

millones de libras esterlinas que desarrollan 

actividades en el Reino Unido están obligadas a 

divulgar las medidas que han adoptado para garantizar 

que no se den formas de esclavitud moderna, incluida 

trata de personas, en sus negocios o cadenas de 

suministro. El Gobierno del Reino Unido también está 

firmemente comprometido con la lucha contra el abuso 

de menores y la explotación sexual de menores. La 

oradora pregunta cuáles son las medidas más eficaces 

que pueden adoptarse para cumplir las metas de las 

Objetivos de Desarrollo Sostenible relativas a la 

esclavitud moderna y la trata de personas.  

58. El Sr. Teffo (Sudáfrica) dice que la trata de 

personas es un crimen de lesa humanidad. Todos los 

Estados que no hayan ratificado la Convención de las 

Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 

Transnacional y el Protocolo de Palermo deberían 

hacerlo lo antes posible. El Gobierno de Sudáfrica, 

país de origen, tránsito y destino de personas víctimas 

de la trata, está trabajando con todas las partes 

interesadas pertinentes para aplicar la Ley de 

Prevención y Lucha contra la Trata de Personas de 

2013, y el Servicio de Policía sudafricano ha creado 

una sección específica sobre la trata de personas para 

coordinar las actividades a tal efecto. 

59. La Sra. Al-Rumeihi (Qatar) dice que su país está 

reforzando la legislación para luchar contra la trata de 

personas y está adoptando medidas para sensibilizar 

sobre este fenómeno a sus instituciones nacionales. 

Qatar hace todo lo posible por llevar a los traficantes 

ante la justicia y ofrecer al mismo tiempo asistencia y 

protección a sus víctimas. Además, Qatar, en 

colaboración con la Fundación de Qatar para la Lucha 

contra la Trata de Personas, la Liga de los Estados 

Árabes y la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito, ha puesto en marcha la Iniciativa 

árabe para el fomento de la capacidad de lucha contra 

la trata de personas en los países árabes. Qatar también 

es miembro del Grupo de Amigos Unidos contra la 

Trata de Personas. 

60. La Sra. Shlychkova (Federación de Rusia) dice 

que la delegación de su país acoge favorablemente que 

el informe se centre en la trata de mujeres y niños, 

especialmente porque los niños constituyen más del 

30% de las víctimas de la trata. La Federación de 

Rusia está reforzando su marco legislativo sobre la 

trata, es miembro activo del Grupo de Amigos Unidos 

contra la Trata de Personas, apoya las actividades de la 

Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Refugiados y presta apoyo financiero al 

Centro internacional de capacitación sobre la 

migración y la lucha contra la trata de seres humanos 

situado en Minsk (Belarús). La oradora destaca la 

necesidad de diferenciar entre migración irregular y 

trata de personas y señala que no todos los migrantes 

irregulares son víctimas de la trata. En este sentido, 

pregunta a la Relatora Especial si está previsto 

formular definiciones claras de estos dos fenómenos 

con el fin de facilitar la prestación de apoyo adecuado 

a las distintas categorías de migrantes. 

61. La Sra. González Tolosa (República Bolivariana 

de Venezuela) dice que, en lugar de centrarse 

principalmente en el enjuiciamiento de los traficantes, 

las partes interesadas deben, ante todo, adoptar 

iniciativas contra la trata para proteger y defender los 

derechos humanos de las víctimas. Pregunta a la 

Relatora Especial si las políticas de inmigración cada 

vez más restrictivas de los Estados están exacerbando 

la migración ilegal y la trata de personas, si los 

Estados están centrándose cada vez más en las 

preocupaciones por la seguridad en sus esfuerzos por 

hacer frente a las cuestiones relativas a la migración y 

cuáles son las implicaciones probables de este cambio 

de política. 

62. El Sr. Amorós Núñez (Cuba) dice que, aunque la 

trata de personas no es un fenómeno que haya afectado 

considerablemente a su país, es esencial que los 

Estados colaboren para luchar contra esta lacra 



A/C.3/70/SR.25 
 

 

15-18534 12/12 

 

transfronteriza. Por lo tanto, Cuba ha adoptado una 

política de tolerancia cero hacia la trata. El orador 

pregunta a la Relatora Especial qué medidas podrían 

adoptarse para cumplir las metas de la Agenda 2030 

relacionadas con la trata de personas. 

63. La Sra. Giammarinaro (Relatora Especial sobre 

la trata de personas, especialmente mujeres y niños) 

dice que, para sostener el principio de diligencia 

debida, es necesaria una interpretación holística 

innovadora de las obligaciones existentes de los 

Estados. Los Estados deberían centrarse, 

principalmente, en medidas preventivas, entre otras 

cosas en particular en el aumento de la coherencia de 

las políticas evaluando con precisión la repercusión de 

todas sus políticas en la trata. En este sentido, la 

oradora hace hincapié en que, al controlar estrictamente 

sus fronteras y restringir rigurosamente los canales de 

inmigración ilegal, los Estados multiplican las 

probabilidades de que los futuros migrantes elijan 

viajar por rutas difíciles o peligrosas o se valgan de los 

servicios ofrecidos por los traficantes. Además, no es 

posible que un Estado haga de la lucha contra la trata 

una prioridad mientras penaliza simultáneamente la 

entrada irregular en el Estado, puesto que disuade a las 

víctimas de denunciar la trata o la explotación. Los 

Estados deben redoblar sus esfuerzos para detectar los 

casos de trata, en particular supervisando las 

actividades de las empresas en sectores de la economía 

donde los trabajadores están expuestos a un gran riesgo 

de explotación. Los Estados también deben velar por 

que las víctimas de la trata disfruten de acceso a 

recursos, incluidos pagos atrasados de salarios e 

indemnizaciones, ya que esto les alentaría a denunciar 

los casos de explotación. Los Estados también deberían 

adoptar medidas específicas para luchar eficazmente 

contra todas las formas de trata con fines de 

explotación, incluida la trata con fines de explotación 

laboral o sexual. 

64. La trata se produce inevitablemente durante y 

después de situaciones de crisis y conflicto como 

consecuencia directa de las vulnerabilidades creadas 

por estas situaciones. Aunque es bien sabido que las 

personas que intentan huir de situaciones de crisis a 

menudo son el blanco de los traficantes, las zonas de 

conflicto también atraen flujos de víctimas de la trata, 

especialmente con fines de trabajo forzado y 

explotación sexual. De hecho, la presencia de grupos 

armados y personal de mantenimiento de la paz en una  

zona pueden alimentar una demanda persistente de 

servicios sexuales. Para luchar contra este fenómeno, 

es esencial supervisar estrechamente y analizar la 

conducta de los contratistas y subcontratistas en zonas  

de conflicto. 

65. Es especialmente importante que los Estados 

observen el principio de diligencia debida cuando 

trabajen con otros países para cumplir sus obligaciones 

extraterritoriales. Los Estados deberían esforzarse por 

hacer un uso óptimo de todos los mecanismos que 

prevé la Convención contra la Delincuencia 

Organizada Transnacional y el Protocolo de Palermo.  

La cooperación internacional no debería centrarse 

exclusivamente en la aplicación de la ley, sino que 

también debe entablarse con el objetivo de rehabilitar a 

las víctimas de la trata, especialmente cuando son 

devueltas a sus países de origen, algo que nunca 

debería suceder sin el consentimiento de las víctimas 

de la trata en cuestión. 

66. En todo el planeta, muchos miles de niños viajan 

solos para reunirse con sus parientes en otros países. 

Debe hacerse todo lo posible por proteger a estos 

niños, que corren un gran riesgo de explotación 

durante los viajes, y nunca deben ser objeto de 

procedimientos de inmigración duros o restrictivos.  

67. Todas las empresas comerciales deben adoptar y 

aplicar políticas para garantizar que no se produzca 

explotación en sus negocios o cadenas de suministro. 

Es especialmente importante que estas empresas velen 

por que sus subcontratistas apliquen políticas estrictas 

contra la trata y la explotación. Por ejemplo, debe 

hacerse todo lo posible por evitar la contratación de 

trabajadores por parte de agencias que utilizan 

reclamos fraudulentos en relación con los salarios o la 

naturaleza y las condiciones del trabajo en cuestión. En 

lugar de deportar a los trabajadores a los que se 

descubre trabajando en condiciones de explotación, los 

Estados deben trabajar con las organizaciones de la 

sociedad civil para ofrecer protección y asistencia a 

estos trabajadores. Además, es esencial garantizar que 

se tenga en cuenta el género cuando se investiguen 

acusaciones de trata y explotación. De hecho, los 

investigadores deben ser conscientes de que las 

mujeres explotadas y discriminadas en el trabajo con 

frecuencia son también objeto de explotación sexual.  

Se levanta la sesión a las 13.05 horas. 


